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RESUMEN
La Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupues-
taria y de adecuación de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones
en la prevención y lucha contra el fraude, introduce un nuevo apartado 6 en el artículo 170
LGT que posibilita adoptar una medida cautelar como es la prohibición de enajenar los
bienes inmuebles que sean titularidad de la sociedad, cuyas acciones o participaciones se
hubieran embargado previamente al obligado tributario. Esta nueva medida evidencia la
especial atención que la Administración Tributaria presta al fraude en fase recaudatoria,
pues con la introducción de este nuevo apartado se pretende luchar contra los supuestos
de vaciamiento patrimonial en los que se utiliza una sociedad, en cuyo capital se participa
a través de las acciones o participaciones que van a resultar embargadas, y en los que,
aprovechándose de esta cobertura jurídica societaria, se produce un desplazamiento de la
titularidad de los bienes y derechos embargables a la sociedad. No obstante las deficien-
cias e interrogantes sin resolver que la redacción de esta medida presenta, hacen necesa-
rio un estudio a fondo de esta figura desde un punto de vista crítico.
Palabras clave: Prohibición de disponer, Medida cautelar, Lucha contra el fraude, Frau-
de recaudatorio, Levantamiento del velo.
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1. LA PROHIBICIÓN DE DISPONER COMO MEDIDA DE LUCHA CONTRA
EL FRAUDE RECAUDATORIO
La Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presu-
puestaria y de adecuación de la normativa financiera para la intensificación de las ac-
tuaciones en la prevención y lucha contra el fraude (1) (en adelante Ley 7/2012), intro-
duce un nuevo apartado 6 en el artículo 170 de la Ley General Tributaria (en adelante
LGT) cuyo tenor es como sigue:
«La Administración tributaria podrá acordar la prohibición de disponer sobre los
bienes inmuebles de una sociedad, sin necesidad de que el procedimiento recaudato-
rio se dirija contra ella, cuando se hubieran embargado al obligado tributario accio-
nes o participaciones de aquella y este ejerza el control efectivo, total o parcial, direc-
to o indirecto sobre la sociedad titular de los inmuebles en cuestión en los términos
previstos en el artículo 42 del Código de Comercio y aunque no estuviere obligado a
formular cuentas consolidadas. El recurso contra la medida de prohibición de dispo-
ner solo podrá fundarse en la falta de alguno de los presupuestos de hecho que per-
miten su adopción.
La medida se alzará cuando por cualquier causa se extinga el embargo de las partici-
paciones o acciones pertenecientes al obligado tributario. Asimismo, la Administra-
ción tributaria podrá acordar el levantamiento de la prohibición de disponer cuando
su mantenimiento pudiera producir perjuicios de difícil o imposible reparación, debi-
damente acreditados por la sociedad».
Es llamativa, por novedosa, la introducción de esta medida, encaminada a comba-
tir determinadas conductas fraudulentas en sede recaudatoria consistentes en la des-
patrimonialización de una sociedad, como la propia Exposición de Motivos de la nor-
ma reconoce, pues tradicionalmente y hasta la aparición de este nuevo párrafo la
LGT reservaba el combate del fraude recaudatorio al instituto de la responsabilidad
tributaria.
En un contexto actual en el que cada vez con mayor frecuencia, los contribuyentes re-
alizan actuaciones para impedir el cobro de la deuda mediante actuaciones de vacia-
miento patrimonial o interposición de personas o entidades insolventes, se ha dotado a
la LGT de la posibilidad de adoptar una medida cautelar a la que recurrir en los su-
puestos de entramado de sociedades para eludir el pago efectivo de la deuda tributaria.
Con esta medida se pretende luchar contra los supuestos de vaciamiento patrimonial
en los que se utiliza una sociedad, en cuyo capital se participa a través de las acciones o
participaciones que van a resultar embargadas, y en los que, aprovechándose de esta co-
bertura jurídica societaria, se produce un desplazamiento de la titularidad de los bienes
y derechos embargables a la sociedad. A esta operación le suele acompañar una infrava-
loración de los activos atribuidos a la sociedad en el correspondiente balance, asignán-
dose con ello, un bajo valor a las acciones o participaciones, único elemento embargable
del patrimonio del deudor, pudiendo recuperarse el valor real de los distintos elementos
patrimoniales cuya titularidad se ha transmitido a la sociedad, cuando ésta los enajene
a terceros a precio de mercado.
La lectura de este nuevo precepto evidencia una previsión controvertida como es que
la medida cautelar en cuestión (la prohibición de enajenar) se acuerda en relación a un
sujeto –la sociedad- «sin necesidad de que el procedimiento recaudatorio se dirija contra
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(1) BOE de 30 de octubre de 2012, nº 261, pp.. 76259 a 76289.
ella». Por este motivo SÁNCHEZ PEDROCHE considera esta medida como «una medida cau-
telar extralimitada, en la que, al no existir todavía procedimiento en relación con la so-
ciedad, se permite sin más garantía su adopción» (2).
No compartimos la visión de este autor, y ello porque consideramos que, en realidad,
la sociedad, no tiene la consideración de tercero ajeno al procedimiento de recaudación,
ya que, en realidad, esta condición de tercero es aparente, pues la sociedad es una mera
ficción instrumental al servicio del deudor, existiendo una coincidencia de intereses que
justifican, no solo, la adopción de la medida cautelar contra los bienes de la sociedad, si-
no también la aplicación de la doctrina del levantamiento del velo, a la que haremos re-
ferencia en las valoraciones finales de este trabajo.
No obstante, sí que consideramos que, en este punto en concreto, la redacción de este
precepto es técnicamente mejorable, pues si bien las medidas cautelares no constituyen
un procedimiento, puesto que su adopción no es el acto final de un procedimiento, sino
un acto instantáneo, sería deseable la inclusión de ciertas previsiones de carácter proce-
dimental de corte garantista en aras a la consecución de una mayor seguridad jurídica y
un mejor encaje de esta medida cautelar en concreto en el seno de un procedimiento de
recaudación.
2. REQUISITOS PARA EL ACUERDO DE LA PROHIBICIÓN DE DISPONER
Este nuevo párrafo condiciona la facultad de la Administración de adoptar esta pro-
hibición dispositiva al cumplimiento de dos requisitos: uno de ellos es que al obligado
tributario, titular de las acciones o participaciones de la sociedad se le hayan embarga-
do dichas acciones o participaciones y, en segundo lugar, que el obligado tributario ejer-
za el control efectivo, total o parcial, directo o indirecto sobre la sociedad titular de los
inmuebles en cuestión en los términos previstos en el artículo 42 del Código de Comer-
cio y aunque no estuviere obligado a formular cuentas consolidadas.
Por lo que se refiere al primer requisito, el precepto condiciona la prohibición de
disponer de los bienes inmuebles titularidad de la sociedad al previo embargo al obli-
gado tributario de las acciones y participaciones que éste posea en aquélla. Al refe-
rirse la norma a «acciones y participaciones», se está refiriendo a dos tipos de socie-
dades en concreto: la sociedad anónima y la sociedad de responsabilidad limitada; ex-
cluyendo del ámbito de aplicación de esta herramienta de lucha contra el fraude re-
caudatorio a las sociedades colectivas y comanditarias a las que no se recurrirá en es-
tas operaciones de vaciamiento patrimonial por motivos obvios, pues estos tipos de
sociedades no limitan la responsabilidad de sus socios, con lo que no se conseguiría el
pretendido efecto de incomunicabilidad formal entre el patrimonio del deudor y de la
sociedad.
SANTOLAYA BLAY considera que, a pesar de poder recurrir el obligado tributario que
realiza esta operación de blindaje patrimonial tanto a la sociedad de responsabilidad
limitada como a la sociedad anónima, el ideólogo de la operación va a mostrar una
clara preferencia por el tipo societario de la sociedad de responsabilidad limitada, ya
que –argumenta este autor– ésta, a diferencia de lo que ocurre con en la sociedad
anónima, remitiéndose en este punto al artículo 38 del Real Decreto Legislativo
1564/1989, de 22 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de
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Sociedades Anónimas (3), no existe obligación de que por un experto independiente se
perite la valoración dada a las aportaciones no dinerarias al capital social (4).
Conviene aclarar que ambas medidas (el embargo de las acciones y participaciones y
la prohibición de enajenar) son dos medidas cautelares distintas, no solo en cuanto a su
contenido y significado jurídico, sino también en cuanto al sujeto sobre el que recaen –el
obligado tributario, en el caso de las acciones o participaciones y la sociedad, en el caso
de la prohibición de disponer de los bienes inmuebles- pero son, al mismo tiempo com-
plementarias la una de la otra y de necesaria adopción conjunta si se desea evitar de
manera eficaz la operación fraudulenta de vaciamiento patrimonial.
Con el embargo de las acciones o participaciones al obligado tributario se pretende
evitar que obligado tributario se vea tentado bien de transmitir dichas acciones o parti-
cipaciones (normalmente a personas de su entorno y con las que existe vinculación), má-
xime si se tiene en cuenta que en determinadas ocasiones, estaremos ante una sociedad
de mera tenencia de bienes, en la que el obligado tributario será o bien el único socio o
bien el socio mayoritario, bien de realizar otro tipo de operaciones como una ampliación
de capital, con renuncia al derecho de suscripción de nuevas acciones, con el fin de crear
la apariencia jurídica de que su capacidad de disponer sobre los inmuebles es inexisten-
te o muy reducida.
Por otro lado, la prohibición de enajenación de los inmuebles, de carácter real, se pre-
senta como el complemento lógico de la medida anterior, evitando que la sociedad ena-
jene los bienes inmuebles a un tercero que, normalmente cuando se trate de operaciones
fraudulentas, será un tercero vinculado con el deudor y la sociedad interpuesta.
Una estrategia de lucha contra el fraude coherente y homogénea exige la adopción
conjunta de estas dos medidas cautelares, pues en caso contrario se corre el riesgo de
asistir a un doble vaciamiento patrimonial. Uno primero constituido por la traslación
formal de la titularidad de los bienes inmuebles del obligado tributario a la sociedad, y
un segundo vaciamiento patrimonial consistente en trasladar la titularidad de los mis-
mos bienes inmuebles de la sociedad a un tercero, que, como hemos apuntado, será en la
mayoría de casos un sujeto que mantenga vinculación tanto con la sociedad como con el
obligado tributario.
El precepto está pensado para aquellos casos en los que un deudor posee como único
bien embargable las acciones o participaciones en una sociedad de tenencia de bienes.
En estos casos, como hemos expuesto, estas acciones o participaciones carecen de valor
en sí mismas consideradas, pero adquirir estos títulos significa, en la práctica, adquirir
los inmuebles. Por este motivo, lo lógico es adoptar una medida cautelar como es el em-
bargo de las acciones o participaciones que recae contra el deudor y, paralelamente,
adoptar otra medida cautelar –la prohibición de disposición– que recae contra la socie-
dad, con el fin de evitar que dicha sociedad vacíe su patrimonio, pues de darse este va-
ciamiento patrimonial de la sociedad, el valor de la titularidad de las acciones embarga-
das podría devenir nulo.
El segundo de los requisitos a los que hace referencia este precepto es la exigencia de
control efectivo, total o parcial, directo o indirecto sobre la sociedad titular de los in-
muebles en cuestión en los términos previstos en el artículo 42 del Código de Comercio
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(4) SANTOLAYA BLAY, M.: El fraude fiscal en la recaudación tributaria, Ed. CISS, Valencia, 2ª
edición, 2010, p. 85.
y aunque no estuviere obligado a formular cuentas consolidadas. Analizaremos seguida-
mente las cuestiones que el concepto de control exigido por la norma plantea en relación
con la adopción de esta medida cautelar, dejando para un momento posterior el análisis
de las consecuencias que la remisión al artículo 42 del Código de Comercio plantean en
relación con el ámbito subjetivo de esta figura.
La imprecisión de este concepto trae consigo una gran dificultad a la hora de deter-
minar la existencia de dicho control, agravada por la presencia de los calificativos «total,
parcial, directa o indirecta», que si bien facilitan la aplicación de este precepto a los su-
puestos de actuación a través de personas interpuestas o testaferros, añaden impreci-
sión al concepto, si bien consideramos que esta falta de precisión no es casual, sino bus-
cada por el legislador quien intenta flexibilizar las condiciones de aplicación.
A efectos de clarificar la existencia de este control, podemos traer a colación las refle-
xiones de diversos miembros de nuestra doctrina que, si bien las manifestaron en rela-
ción con los supuestos de responsabilidad por levantamiento del velo previstos en los
apartados g) y h) del apartado 1 del artículo 43 LGT, resultan de aplicación a la proble-
mática que estamos analizando en este trabajo, por compartir ambos supuestos la mis-
ma redacción legal y el mismo espíritu.
MARTÍNEZ LAGO Y ALMUDÍ CID (5), consideran que a la dificultad intrínseca que supo-
ne delimitar el concepto de «control efectivo», el legislador ha añadido mayor incerti-
dumbre al incorporar los calificativos de «total, parcial, directo o indirecto», aunque -en
opinión de estos autores- la mención a un posible «control parcial» resulta contradictoria
con la exigencia de que el control resulte efectivo y parece reintroducir, aunque sin
cuantificarlo, un criterio que atienda a un determinado peso en el capital o patrimonio
de la sociedad (6). No obstante, LÓPEZ LÓPEZ parece considerar acertada la mención a los
supuestos en los que el control se lleve a cabo de manera indirecta y parcial, pues, en su
opinión, de esta manera, la nueva prohibición dispositiva alcanza a los fraudes más so-
fisticados en los que ese control efectivo se lleva a cabo en la sombra, a través de testa-
ferros o personas interpuestas, para tratar de conseguir una desvinculación, cuando me-
nos formal, entre ambos sujetos, aunque como bien reconoce este autor, «en ocasiones el
nivel de opacidad de los sujetos es tal que ni con el empleo de estos vagos e inciertos tér-
minos será posible alcanzar determinados empleos abusivos de sociedades» (7).
Al objeto de determinar cuándo debe entenderse que se produce efectivamente el ci-
tado control efectivo de la sociedad, GARCÍA NOVOA propone fijar un porcentaje de parti-
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(7) LÓPEZ LÓPEZ, H.: La responsabilidad tributaria por levantamiento del velo, (Una errónea ar-
ticulación normativa para una discutible doctrina jurisprudencial)», Universidad Carlos III de
Madrid y Boletín Oficial del Estado, Madrid, 2009, p. 77.
cipación del socio en la sociedad por encima del cual se consideraría que existe dicho
control. Opina este autor que este porcentaje podría fijarse en más del 50 por ciento o en
más del 33 por cien (8), aunque apunta DELGADO PACHECO que no puede confundirse
control con titularidad o participación, pues no parece que ejerza el control de la socie-
dad quien simplemente participa en la misma y ejerce sus derechos de socio (9).
Por otro lado, CASTILLO SOLSONA, propone para llenar, aunque solo sea de forma par-
cial, este vacío legal, acudir a lo preceptuado, respecto del régimen especial de consoli-
dación fiscal, en los artículos 64 y siguientes del Real Decreto Legislativo 4/2004 por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades (en adelan-
te TRLIS) (10).
Por su parte, LÓPEZ LÓPEZ propone dos criterios para determinar la existencia o no de
este control efectivo. En primer lugar opina el autor que parece razonable extraer este
requisito a partir del régimen previsto para los grupos de sociedades, apuntando que el
artículo 67 TRLIS define el grupo fiscal a efectos de la aplicación del régimen de conso-
lidación fiscal, determinando los requisitos que ha de cumplir la sociedad dominante y
la dependiente, y regulando el artículo 69 las situaciones de dominio indirecto. El moti-
vo que aduce este autor para defender esta propuesta es que la característica del grupo
viene dada por el control que ejerce la sociedad dominante sobre las dependientes (11).
En segundo lugar, el mencionado autor se plantea la posibilidad de derivar el control
efectivo requerido por la norma a partir de determinadas prescripciones relativas a las
operaciones realizadas entre personas vinculadas, «puesto que, en definitiva, la premisa
de este régimen es la ausencia de independencia o la existencia de un vínculo o depen-
dencia entre las dos partes (…). Así la Administración probaría la existencia del control
efectivo requerido por el precepto a partir de la constatación de la existencia de vincula-
ción entre las partes en los términos previstos por la normativa y, a partir de ahí, se pro-
duciría un desplazamiento de la prueba de lo contrario, respecto de esta concreta cues-
tión, que recaería sobre el obligado tributario a título de responsable» (12).
En cualquier caso, desde nuestro punto de vista, la exigencia de un control efectivo
debe materializarse en una voluntad rectora común entre el obligado tributario deudor
y la sociedad titular de los bienes inmuebles. La apreciación de esta voluntad rectora co-
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(8) Señala este autor que lo que se pretende es «responsabilizar el patrimonio de las personas o
entidades que tengan el control efectivo, total o parcial, directo o indirecto, de las personas jurídi-
cas o en las que concurra una voluntad rectora común, sin especificar qué criterio se sigue para de-
terminar que exista tal control efectivo, si este se limita a una mayoría de capital, que podría fi-
jarse en más del 50 por cien o en más del 33 por cien, o si se va a atender a los fondos propios, los
resultados o los derechos de voto, sin aclarar tampoco si estas personas o entidades responderán
entre ellas de modo solidario o subsidiario, aunque parece que se trataría más bien de la primera
opción. Todo ello sobre la base de consideraciones tan genéricas como que hayan sido creadas o uti-
lizadas de forma abusiva o fraudulenta para eludir la responsabilidad patrimonial universal fren-
te a la Hacienda Pública o concurra una voluntad rectora común de las personas físicas con las
mismas o que concurra, ya sea una unicidad de personas o esferas económicas, ya una confusión o
desviación patrimonial». GARCÍA NOVOA, C.: «El Proyecto de Ley de Prevención del Fraude (II)»,
Quincena Fiscal, nº 10, 2006, p. 9.
(9) DELGADO PACHECO, A.: «El levantamiento del velo en la Ley General Tributaria y en la apli-
cación del IVA», Noticias de la Unión Europea, nº 280, mayo, 2008, p. 22.
(10) CASTILLO SOLSONA, Mª . M.: La Paulatina ampliación de los supuestos de responsabilidad
tributaria. La responsabilidad por «levantamiento del velo», Ed. Instituto de Estudios Fiscales,
2009, p. 115.
(11) LÓPEZ LÓPEZ, H.: La responsabilidad tributaria por levantamiento del velo, op. cit. p. 75.
(12) LÓPEZ LÓPEZ, H.: La responsabilidad tributaria por levantamiento del velo, op. cit. p. 76.
mún no será problemática en el caso de sociedades unipersonales (control total) o en
aquellos casos en los que el obligado tributario deudor controle una amplia mayoría del
capital de la sociedad (control parcial). Asimismo, creemos que resulta indiferente si el
control es ejercido de forma directa o indirecta, con lo que se da cabida a la aplicación de
esta medida cautelar en aquellos supuestos en los que nos encontremos ante una cade-
na de sociedades.
Exige el precepto que tal control sea ejercido en los términos del artículo 42 del Códi-
go de Comercio. En directa relación con esta precisión, merece una especial atención el
último inciso de este requisito, el cual habilita a recurrir a esta medida cautelar aunque
el obligado tributario «no estuviere obligado a formular cuentas consolidadas». Se refie-
re con esto el precepto al régimen de consolidación fiscal de los artículos 64 y siguientes
del TRLIS y en el que tiene la consideración de sujeto pasivo el grupo fiscal integrado
por la sociedad dominante y las sociedades dependientes de ésta. Creemos que de esta
referencia al régimen de consolidación fiscal no puede inferirse una relación automática
y apriorística entre este régimen fiscal y la posibilidad de adoptar esta medida cautelar,
aunque consideramos que esta referencia puede tenerse en cuenta a efectos exegéticos
para interpretar el requisito de control efectivo, reforzando así, la tesis ya comentada de
LÓPEZ LÓPEZ, que propugna determinar la existencia o no de control efectivo recurrien-
do al artículo 67 TRLIS que define el grupo fiscal a efectos de la aplicación del régimen
de consolidación fiscal (13).
Como conclusión a todo lo comentado sobre la existencia de una relación de control,
colegimos que la relación de control se configura no sólo como elemento esencial para
que la Administración pueda adoptar esta medida, sino también en presupuesto habili-
tante para la aplicación de la doctrina del levantamiento del velo y la determinación de
su existencia requerirá una actuación cualificada por parte de la Administración tribu-
taria por su complejidad jurídica, así como la realización de actuaciones de investigación
patrimonial.
3. LA ANOTACIÓN PREVENTIVA DE LA PROHIBICIÓN DE DISPONER
PREVISTA EN EL APARTADO 6 DEL ARTÍCULO 170 COMO EXCEPCIÓN
AL PRINCIPIO DE TRACTO SUCESIVO
Puede resultar paradójica la previsión normativa que permite «tomarse anotación
preventiva de la prohibición de disponer en la hoja abierta a las fincas en el Registro de
la propiedad competente en virtud del correspondiente mandamiento en que se justifi-
cará la validez de la medida cautelar contra persona distinta del titular por referencia a
la existencia de la correspondiente relación de control cuyo presupuesto de hecho se de-
tallará en el propio mandamiento», pues se prevé la posibilidad de realizar una anota-
ción preventiva de una medida cautelar, como es la anotación preventiva de la prohibi-
ción de disponer, contra persona distinta del titular lo que, en principio, atenta contra el
principio de tracto sucesivo acogido en nuestro sistema registral que propugna que todo
título cuyo acceso se pretenda ha de venir otorgado por el titular registral o en procedi-
miento dirigido contra él, pues el propio artículo 20 de la Ley Hipotecaria (14) (en ade-
lante LH) prevé que «no podrá tomarse anotación de demanda, embargo o prohibición de
disponer, ni cualquier otra prevista en la Ley, si el titular registral es persona distinta
de aquella contra la cual se ha dirigido el procedimiento».
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(13) LÓPEZ LÓPEZ, H.: «La responsabilidad tributaria por levantamiento del velo», op. cit. p. 75.
(14) Texto Refundido según Decreto de 8 de febrero de 1946.
La anotación preventiva contra una persona que no es el titular registral atenta,
prima facie, no sólo contra el principio constitucional de protección de los derechos e
intereses legítimos y de interdicción de la indefensión que impide extender las conse-
cuencias de un proceso a quienes no han sido parte de él, ni han intervenido de mane-
ra alguna –de hecho, el artículo 100 del Reglamento Hipotecario (15) (en adelante RH)
impide practicar asientos que comprometan una titularidad registral si no consta que
el titular de un derecho inscrito ha sido parte en el procedimiento correspondiente–,
sino también contra el citado principio de tracto sucesivo recogido en el artículo 20
LH, manifestación del principio constitucional de tutela judicial efectiva sancionado
en el artículo 24 de nuestra Constitución. De hecho, no son escasas las resoluciones
(16) de la Dirección General de los Registros y del Notariado (en adelante DGRN), en
las que se emparenta el artículo 20 de la Ley Hipotecaria con el artículo 24 de nuestra
Carta Magna, esto es, con la tutela judicial efectiva, lo que, unido al principio de sal-
vaguarda judicial de los asientos registrales, sancionado en el artículo 1 LH, y al sus-
tantivo principio registral de legitimación formulado principalmente en el artículo 38
LH imposibilita el menoscabo de la situación registral de los que aparecen como titu-
lares en el Registro.
Consecuencia directa de la presunción legitimadora del artículo 38 LH, debe traerse
a colación, inexcusablemente, el artículo 20 LH, que recoge el principio de tracto sucesi-
vo –uno de los fundamentos de nuestro sistema hipotecario– al exigir una perfecta iden-
tidad entre la persona contra la que se dirige el acto inscribible y la que aparezca como
titular registral, precepto que se refiere no sólo a los títulos que procedan directa o for-
zosamente del titular registral, sino también a los que emanan de órganos judiciales y
administrativos.
El principio de tracto sucesivo exige la designación precisa, separada y, en cierto mo-
do solemne, de las personas que sucesivamente adquieran una finca o derecho, tanto pa-
ra poner de relieve el encadenamiento de los titulares, como para condensar el historial
de los inmuebles. Este principio exige, en su aspecto subjetivo, una perfecta identidad
entre el que otorgue un título inscribible y el titular registral, de manera que si entre las
circunstancias personales de la persona contra la que se dirige el acto inscribible y la
que aparezca como titular registral existe una discrepancia, procede denegar la inscrip-
ción del acto o contrato sujeto a calificación registral en aplicación del citado artículo 20
LH.
Al objeto de comprobar la existencia de estas discrepancias recae sobre el registra-
dor la obligación de calificar bajo su responsabilidad la identidad de la persona física
o jurídica contra la que se otorgue el acto y la que aparece como titular según los
asientos del Registro. En concreto el apartado 4 del artículo 9 LH exige al Registra-
dor, bajo la sanción de nulidad del artículo 30 LH, que exprese en toda inscripción la
persona natural o jurídica a cuyo favor se haga (para las anotaciones de embargo vé-
ase el apartado 3º del artículo 166 RH). Y, por su parte, el apartado 9 del artículo 51
del RH establece que la persona natural a cuyo favor se practique la inscripción y
aquella de quien procedan los bienes y derechos que se inscriban, se determinarán
expresando su nombre y apellidos, estado civil y lugar de que sea vecino, así como su
mayoría de edad o el número de años si no hubiera alcanzado aquella, haciendo cons-
tar, asimismo, la profesión, domicilio y número del documento nacional de identidad.
Si el adquirente fuera casado, viudo o separado legalmente y el acto o contrato que se
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(15) Decreto de 14 de febrero de 1947 por el que se aprueba el Reglamento Hipotecario.
(16) Resoluciones de 12 de mayo de 1993, de 25 de febrero de 1994, de 28 de diciembre de 1995
y de 12 de diciembre de 1997, entre otras.
inscriba afectare los derechos presentes o futuros de la sociedad conyugal, se hará
constar el nombre y apellidos del otro cónyuge. También se hará constar, en su caso,
la nacionalidad y vecindad civil si se acredita o manifiesta. Tratándose de personas
jurídicas se expresará su clase, denominación y domicilio, el hecho de su inscripción
en el Registro correspondiente, en su caso, y las circunstancias de las personas que
por ellas intervengan en el acto o contrato.
Consecuentemente, habida cuenta de que las sociedades, una vez inscritas en el Re-
gistro Mercantil, tienen personalidad jurídica distinta de la de los socios que la forman,
no podría, en principio, inscribirse en el Registro de la Propiedad la prohibición de dis-
poner sobre los bienes inmuebles de la sociedad, cuando se hubieran embargado al obli-
gado tributario acciones o participaciones de aquélla, aunque éste ejerciera el control so-
bre la sociedad titular de los inmuebles en cuestión, tal y como prevé el nuevo apartado
6 del artículo 170 LGT, puesto que ello contravendría el principio de tracto sucesivo re-
cogido en el artículo 20 LH, por ser el titular registral una persona distinta de la perso-
na contra la que se ha seguido el procedimiento.
No obstante, nuestra legislación contempla, como excepción al principio de tracto su-
cesivo, la posibilidad de que se anoten medidas cautelares aunque el titular registral no
sea la persona contra la que se ha dirigido el procedimiento. Hasta ahora dicha posibili-
dad estaba limitada únicamente a un supuesto muy concreto previsto en el párrafo sép-
timo (17) del artículo 20 LH el cual consagra una excepción al principio de tracto sucesi-
vo al establecer que:
«No podrá tomarse anotación de demanda, embargo o prohibición de disponer, ni
cualquier otra prevista en la Ley, si el titular registral es persona distinta de aquella
contra la cual se ha dirigido el procedimiento. En los procedimientos criminales, po-
drá tomarse anotación de embargo preventivo o de prohibición de disponer de los
bienes, como medida cautelar, cuando a juicio del juez o tribunal existan indicios ra-
cionales de que el verdadero titular registral de los mismos es el imputado, haciéndo-
lo constar así en el mandamiento».
No obstante, el párrafo 7 del artículo 20 LH constriñe su efectividad únicamente a los
mandamientos (18) que, ordenando la anotación preventiva de embargo preventivo o
anotación preventiva de prohibición de disponer, hayan sido adoptados mediante el co-
rrespondiente auto por el Secretario Judicial en el seno de un procedimiento penal. Ade-
más, la DGRN ha venido exigiendo el cumplimiento puntual de los requisitos estableci-
dos en este párrafo 7 del artículo 20 LH (19).
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(17) Introducido por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, por la que se modifica la Ley
Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal
(18) Como afirma DOMÍNGUEZ CALATAYUD, el párrafo 7 del artículo 20 LH adolece de una inco-
rrecta dicción, pues las anotaciones preventivas no se toman en el seno de los procedimientos judi-
ciales, sean de la clase que sean, sino en el registro de la Propiedad, que es donde se practican los
correspondientes asientos como consecuencia de mandamientos librados al efecto por los Secreta-
rios Judiciales, incorporando el oportuno auto (ex artículo 589.1 LECrim). Véase DOMÍNGUEZ CA-
LATAYUD, V.: «Comentario de urgencia sobre la Disposición Final Tercera de la Ley Orgánica
5/2003, de 25 de noviembre, que adiciona un párrafo, el séptimo, al artículo 20 de la Ley Hipoteca-
ria», trabajo publicado tanto en Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, nº 680, Noviembre-Di-
ciembre 2003, como en Boletín del Colegio de Registradores de España, nº 101, 2004, pp. 665 a 672,
en concreto la pág. 667 y en la Revista Lunes Cuatro Treinta, nº 361, 1ª Quincena, enero 2004, pp.
14-21, en concreto la p. 16.
(19) Resolución de 14 de febrero de 2008 y de 11 de febrero de 2012.
4. LA FUNCIÓN CALIFICADORA DEL REGISTRADOR COMO LÍMITE
A LA PROHIBICIÓN DISPOSITIVA
La anotación de la prohibición de disponer es un asiento constitutivo, pues la eficacia
frente a terceros de esta prohibición, efecto típico de la publicidad registral, se produce
por y desde la anotación, como comentaremos más adelante en este trabajo. En este con-
texto la función calificadora del Registrador de la Propiedad goza de una innegable tras-
cendencia, pues el hecho de que una prohibición de disponer sea acordada por la Admi-
nistración tributaria, no es óbice para que el Registrador lleve a cabo su labor califica-
dora en consonancia con lo dispuesto en el artículo 18 LH al sancionar que «Los Regis-
tradores calificarán, bajo su responsabilidad, la legalidad de las formas extrínsecas de
los documentos de toda clase, en cuya virtud se solicite la inscripción, así como la capa-
cidad de los otorgantes y la validez de los actos dispositivos contenidos en las escrituras
públicas, por lo que resulte de ellas y de los asientos del Registro». Una vez llevada a ca-
bo esta calificación, el Registrador decidirá su registración o no.
En este sentido la función calificadora del Registrador constituye un filtro para el ac-
ceso al Registro de la prohibición dispositiva acordada por la Administración tributaria,
con la consecuente pérdida de eficacia anti defraudatoria que se predica de la medida,
habida cuenta del carácter de asiento constitutivo que se predica de la anotación de es-
ta medida cautelar.
En este escenario, cobra una singular relevancia la exigencia que este nuevo aparta-
do 6 del artículo 170 LGT recoge en relación a la justificación de esta medida cautelar.
En concreto el citado precepto exige que el mandamiento expedido por el órgano compe-
tente de la Administración deberá justificar la validez de la medida cautelar (esto es, la
prohibición de disponer) contra persona distinta del titular por referencia a la existencia
de la correspondiente relación de control.
Esta justificación administrativa se erige en pieza clave de la medida antifraude per-
geñada en este nuevo apartado, pues, sobre la base de esta justificación contenida en el
mandamiento, el Registrador decidirá o no la anotación en el Registro de la prohibición
dispositiva, por lo que la función calificadora del Registrador se convierte en un filtro de
la potestad administrativa de acordar la prohibición de disponer.
Sentada la importancia de esta justificación administrativa, cabe cuestionarse cuál
debe ser el contenido de esta justificación. El propio apartado 6 del artículo 170 LGT dis-
pone que el mandamiento administrativo deberá detallar el presupuesto de hecho de la
relación de control, pero sin precisar el grado de exhaustividad de este detalle.
Si bien el apartado 1 del artículo 72 Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común exige la
existencia de elementos de juicio suficientes para adoptar la medida cautelar, proceder
acudir a la normativa tributaria al objeto de determinar el grado de exhaustividad perti-
nente. Por un lado, el artículo 81 LGT, dedicado a regular las medidas cautelares, dispone
que «Para asegurar el cobro de las deudas para cuya recaudación sea competente, la Admi-
nistración tributaria podrá adoptar medidas cautelares de carácter provisional cuando
existan indicios racionales de que, en otro caso, dicho cobro se vería frustrado o gravemen-
te dificultado». El artículo 85 del RGR, al que cabe acudir en esta cuestión, ahonda en esta
cuestión al regular el contenido de los mandamientos para la anotación preventiva de los
embargos de bienes inmuebles y de derechos sobre estos, siendo tal contenido el siguiente:
a) Certificación de la providencia de apremio y de la diligencia de embargo del in-
mueble o inmuebles de que se trate, con indicación de las personas o entidades a
las que se ha notificado el embargo y el concepto en el que se les ha practicado di-
cha notificación.
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b) Descripción del derecho que tenga el obligado al pago sobre los bienes embargados.
c) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, en su caso, del pose-
edor de las fincas a las que se refiera la notificación.
d) El importe total del débito, concepto o conceptos a que corresponda, e importe de
la responsabilidad a que se afecta el inmueble por principal, recargos, intereses y
costas.
e) Que la anotación deberá hacerse a favor del acreedor.
f) Expresión de que la Administración no puede facilitar, en el momento de la expe-
dición del mandamiento, más datos respecto de los bienes embargados que los
contenidos en este.
Por otro lado, aunque no se refiera a la anotación preventiva de la prohibición de dis-
poner, sino a la anotación preventiva de embargo, consideramos oportuno traer a cola-
ción por su efecto clarificador, el apartado 2 del propio artículo 170 LGT, el cual afirma
que
«Si los bienes embargados fueran inscribibles en un registro público, la Administra-
ción tributaria tendrá derecho a que se practique anotación preventiva de embargo
en el registro correspondiente. A tal efecto, el órgano competente expedirá manda-
miento, con el mismo valor que si se tratara de mandamiento judicial de embargo
(…)». 
Si atendemos al régimen aplicable a los mandamientos judiciales de embargo, estos
deben recoger, por contenerse en la providencia de embargo, que el Juez o Tribunal ha
estimado la concurrencia de indicios racionales suficientes (20) como para reputar al im-
putado verdadero titular del derecho sobre el inmueble inscrito que va a ser anotado en
lugar del que, en su caso, aparezca como tal titular en los libros registrales. Tal es el te-
nor del apartado 7 del artículo 20 LH el cual establece que «No podrá tomarse anotación
de demanda, embargo o prohibición de disponer, ni cualquier otra prevista en la Ley, si
el titular registral es persona distinta de aquella contra la cual se ha dirigido el procedi-
miento. En los procedimientos criminales podrá tomarse anotación de embargo preven-
tivo o de prohibición de disponer de los bienes, como medida cautelar, cuando a juicio del
juez o tribunal existan indicios racionales de que el verdadero titular de los mismos es el
imputado, haciéndolo constar así en el mandamiento».
Por todo ello colegimos que la justificación de la medida cautelar contra persona dis-
tinta del titular registral que debe contenerse en el mandamiento que expida la admi-
nistración tributaria debe contener la concurrencia de indicios racionales suficientes co-
mo para reputar al obligado tributario verdadero titular del derecho de propiedad sobre
los bienes inmuebles sobre los que va a recaer la prohibición de disponer, en lugar de la
sociedad, así como de la necesidad de adoptar esta medida cautelar, al objeto de poner a
salvo el patrimonio del obligado tributario, pues en caso contrario la acción recaudatoria
se vería gravemente dificultada, si no imposibilitada.
Consideramos que en caso de exigirse un mayor grado de exhaustividad se estaría es-
tableciendo un nivel de exigencia más elevado a los mandamientos administrativos en
relación con los mandamientos judiciales, respecto de los cuales, sería suficiente la exis-
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(20) Según reiterada doctrina constitucional, estos «indicios racionales» deben apoyarse en da-
tos fácticos que, representando más que una posibilidad y menos que una certeza, supongan la
probabilidad de que, para el caso que nos ocupa, la titularidad del derecho cuyo poder de disposi-
ción se limita pertenece al obligado tributario que no es titular registral.
tencia de indicios racionales, mientras que respecto del mandamiento administrativo se
exige un grado de detalle mayor.
5. EFECTOS DE LA INSCRIPCIÓN DE LA ANOTACIÓN PREVENTIVA
DE PROHIBICIÓN DE DISPONER
Las anotaciones de prohibición de disponer pueden ser judiciales o administrativas,
aunque la doctrina apunta que las de carácter administrativo son raras (21) y todas ellas
se caracterizan por ser un asiento provisional o definitivo pero temporalmente limitado,
que constituye justamente una carga real inmobiliaria sobre un derecho previamente ins-
crito a nombre del anotado, en virtud de la cual son nulos y no inscribibles hasta su can-
celación los actos dispositivos contrarios posteriores a ella para favorecer el cumplimiento
del crédito que pretende asegurar, al que, además, atribuye una preferencia para el cobro
del crédito anotado frente a acreedores posteriores a la anotación (22).
El derecho anotado es un derecho de crédito (apartado 4 del artículo 42 LH) que no
por la anotación se transforma en un derecho real. Lo que sí es real es la carga de la pro-
hibición de disponer anotada constituida sobre el derecho inmobiliario que, en virtud de
la anotación, deviene indisponible desde entonces.
La anotación de la prohibición de disponer es, como ya hemos adelantado, un asiento
constitutivo, pues la eficacia frente a terceros de esta prohibición, efecto típico de la pu-
blicidad registral, se produce por y desde la anotación (23). Esto significa que, si la pro-
hibición dispositiva no ha sido anotada, no produce sus efectos típicos impeditivos de la
transmisión o de la adquisición del derecho castigado con la indisponibilidad. Llevado a
la práctica, esto se traduce en que la transmisión y anotación del derecho que se ha pro-
hibido enajenar previa a la anotación de la prohibición dispositiva será eficaz a domino
al no tener efecto de momento la prohibición frente a terceros por no estar anotada.
La anotación de prohibición tiene el efecto negativo de cerrar la publicidad a los actos
dispositivos posteriores a ella. Esto significa que una vez extendida en el Registro de la
Propiedad la anotación de prohibición de disponer, tal anotación sólo impediría –tal y
como prescribe el artículo 145 RH– la inscripción o anotación de los actos dispositivos
que respecto de la finca o derecho sobre los que haya recaído la anotación hubiere reali-
zado posteriormente a ésta su titular.
Cabe plantearse cuál es la solución que nuestro ordenamiento jurídico arbitra para
aquellos supuestos en los que se transmite –en una operación entre particulares– el de-
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(21) IGNACIO CANO, J.: «La anotación preventiva de prohibición de disponer», Id. VLEX-303911,
recurso on-line consultado el 29 de octubre de 2012, p. 2.
(22) Sobre la preferencia al crédito anotado frente a acreedores posteriores a la anotación vé-
anse el artículo 44 LH, artículo 1.923 apartado 4º Código Civil y Sentencias del Tribunal Supremo
de 5 de noviembre de 1927, de 14 de diciembre de 1968, de 21 de febrero de 1975 o de 14 de junio
de 1988, entre otras.
(23) Por este motivo no compartimos las críticas de MARÍN-BARNUEVO FABO y VEGA BORREGUE-
RO que critican que la norma no fija el momento a partir del cual dicha prohibición tiene efectos,
dudando los autores si estos efectos comienzan desde que se notifica la medida a la sociedad o des-
de que se anota en el Registro de la Propiedad. Creemos que la norma tributaria no está obligada
a precisar este extremo, pues esta cuestión ya está regulada en la legislación hipotecaria y se tra-
ta de una cuestión exenta de controversia. Véase MARÍN-BARNUEVO FABO, D. y VEGA BORREGUERO,
F.A.: Informe de urgencia sobre el anteproyecto de la ley de modificación de la normativa tributaria
y presupuestaria y de adecuación de la normativa financiera para la intensificación de las actua-
ciones en la prevención y lucha contra el fraude fiscal, p. 32.
recho que se ha prohibido enajenar previamente a la anotación de la prohibición de dis-
poner, pero se presenta en el Registro después de realizada la anotación de la prohibi-
ción dispositiva. En estos casos la normativa civil e hipotecaria determina que la trans-
misión realizada debe reputarse nula por mor de la prohibición de disponer, pero res-
pecto del tercero de buena fe se producirá una adquisición a non domino (24).
En último término cabe precisar que esta anotación de prohibición de disponer no se-
rá obstáculo para que se practiquen inscripciones o anotaciones basadas en o que trai-
gan causa de asientos vigentes anteriores al de la anotación de prohibición de disponer
y la inscripción de los actos de enajenación o gravamen realizados por o contra el titular
registral del derecho. No obstante, aunque se inscribiera alguno de estos actos de enaje-
nación o gravamen a favor de un tercero que acabamos de mencionar, ello no comporta-
ría la cancelación de la anotación preventiva de prohibición de disponer.
6. IMPUGNACIÓN DE LA PROHIBICIÓN DE DISPONER
La redacción del nuevo apartado 6 del artículo 170 LGT prevé que «El recurso contra
la medida de prohibición de disponer solo podrá fundarse en la falta de alguno de los
presupuestos de hecho que permiten su adopción», esto es, en la falta de alguno de los
dos requisitos fijados por la norma como imprescindibles para su adopción por la Admi-
nistración tributaria: que las acciones o participaciones de la sociedad titularidad del
obligado tributario le hayan sido embargadas y que el obligado tributario ejerza el con-
trol sobre la sociedad en los términos anteriormente examinados.
La dicción de este nuevo precepto se aparta del régimen general consagrado en los ar-
tículos 223.4 y 226.1 LGT que permite plantear todas aquellas cuestiones de hecho y de
derecho que se susciten, limitando así los medios de defensa no solo del obligado tribu-
tario, sino también de todos aquellos sujetos legitimados e interesados en el recurso.
Es este el aspecto que ha despertado las más airadas críticas de nuestra doctrina por
considerar «desproporcionada y difícilmente justificable la restricción del derecho de im-
pugnación de la medida, limitada a la falta de alguno de los presupuestos de hecho que
permiten su adopción», como afirman MARÍN BARNUEVO FAVO y VEGA BORREGUERO (25).
En este sentido también se pronuncian MARTÍNEZ LAGO (26) o SÁNCHEZ PEDROCHE (27). Y
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(24) Por tanto, consideramos que carecen de razón las críticas que MARÍN-BARNUEBO FABO y VE-
GA BORREGUERO (véase MARÍN-BARNUEVO FABO, D. y VEGA BORREGUERO, F. A.: Informe de urgencia
sobre el anteproyecto de la ley de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de
adecuación de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y
lucha contra el fraude fiscal, p. 32) vierten sobre esta medida considerando una deficiencia técnica
«el hecho de que la norma no fije el momento a partir del cual dicha prohibición tiene efectos», pues
esta cuestión queda resuelta, a nuestro modo de ver, con la condición de asiento constitutivo que se
predica de la prohibición de disponer.
(25) MARÍN-BARNUEVO FABO, D. y VEGA BORREGUERO, F. A.: Informe de urgencia sobre el ante-
proyecto de la ley de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de adecuación de
la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra
el fraude fiscal, p. 32.
(26) MARTÍNEZ LAGO, M. A.: «Prohibición de disponer bienes inmuebles de sociedades afectadas
por el embargo de acciones o participaciones», recurso on line publicado el 4 de octubre de 2012 en
http://cuadernosdepoliticafiscal/files.wordpress.com/2012/10/keynote-vigo-septiembre-2012-ipad-
017.jpg, consultado el 25 de octubre de 2012.
(27) SÁNCHEZ PEDROCHE, J. A.: «Primeras y preocupantes impresiones sobre el anteproyecto de
ley de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria para la lucha contra el fraude»,
Quincena Fiscal, nº 11, Junio (I), 2012, p. 109.
no solo la doctrina he evidenciado esta restrictiva redacción del precepto, sino también
los sectores más cercanos a la praxis, como la Asociación Española de Asesores Fiscales
(en adelante, AEDAF), reclamaron en su día la eliminación de esta previsión normativa
por considerarla «una merma considerable de derechos que puede resultar contraria a la
tutela judicial efectiva» (28).
Coincidimos con el punto de vista crítico que recae sobre esta limitación en lo concer-
niente a los medios de defensa que pueden ser utilizados en vía de recurso contra la
adopción en sede administrativa de esta medida cautelar, poniendo el acento en los efec-
tos nocivos que esa medida puede tener en relación con terceras personas, especialmen-
te los socios minoritarios de la sociedad cuyos bienes se embargan, si los hubiera, pues
pueden ver mermadas sus posibilidades de defensa ante una medida que les afecta (29).
No obstante, no creemos que estos terceros afectados (principalmente los socios minori-
tarios de la sociedad) queden en una total indefensión, pues consideramos que podrían
recurrir a una tercería de dominio sobre los bienes inmuebles cuya titularidad ostenta
la sociedad y sobre los que recae la prohibición de disponer, pues ostentan la condición
de tercero respecto de la deuda que motiva la traba de los bienes ya que ni son obligados
tributarios de la deuda que origina la traba de los bienes inmuebles ni el procedimiento
de recaudación se ha dirigido contra ellos y, además, los bienes trabados tienen la consi-
deración de compartidos.
La falta de perfección técnica en la redacción de este precepto se evidencia, entre
otros motivos, por el hecho de que el mismo no resuelve los interrogantes de carácter
procedimental que se plantean en torno a la impugnación del acto.
Una primera cuestión procedimental de suma importancia práctica que no es aborda-
da por este nuevo precepto es la relacionada con la notificación de la adopción de esta
medida (30), imprescindible para que todos aquellos sujetos afectados puedan defender
sus intereses recurriendo la medida. La norma guarda silencio sobre quién debe llevar a
cabo dicha notificación y el momento en que esta debe llevarse a cabo.
Una posible vía de actuación pasaría por que fuera la propia Administración tributa-
ria en el seno del procedimiento de recaudación quien debiera notificar (se entiende a la
sociedad titular de los bienes cuya traba se persigue) la adopción de esta medida. La ló-
gica y el principio de economía procesal nos lleva a pensar que esta notificación debería
producirse antes de remitir el mandamiento al Registro de la Propiedad para la anota-
ción de la medida preventiva cuya notificación se está llevando a cabo.
Otra posible vía de actuación vendría determinada por la realización de la notifi-
cación –una vez realizada la anotación- por el Registrador, quien debe notificar al ti-
tular registral del derecho afectado por la medida cautelar (en este caso a la sociedad
titular de los bienes cuya disposición se prohíbe) para que defendiera conveniente-
mente su derecho inscrito, lo que resulta congruente con la esencia de la función del
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(28) AEDAF, Propuestas de enmienda al Proyecto de Ley de modificación de la normativa tri-
butaria y presupuestaria y de adecuación de la normativa financiera para la intensificación de las
actuaciones en la prevención y lucha contra el fraude fiscal, 11 de septiembre de 2012, pp. 10-11.
(29) En este sentido y en relación con las facultades de defensa de los terceros afectados, Sán-
chez Pedroche considera que si esta medida no es abiertamente inconstitucional, es, desde luego,
muy poco respetuosa con el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, SÁNCHEZ PEDROCHE,
J. A.: «Primeras y preocupantes impresiones sobre el anteproyecto de ley de modificación de la nor-
mativa tributaria y presupuestaria para la lucha contra el fraude», op. cit., p. 109. 
(30) En relación con la anotación de embargo véanse el apartado 1 del artículo 170 LGT y el
apartado 3 del artículo 76 del Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Re-
glamento General de Recaudación.
Registrador de la Propiedad como defensor y garante de los derechos de los titulares
inscritos (31).
Una tercera vía vendría dada por una inicial notificación en sede administrativa a la
que la notificación registral complementaría.
Una segunda cuestión de carácter procedimental no resuelta satisfactoriamente en
este nuevo precepto en íntima relación con la impugnación del acto es la articulación
procedimental y efectos de la suspensión del acto recurrido que el recurrente puede soli-
citar, pues tal y como prevén los artículos 224.1 LGT, en relación con el recurso de repo-
sición, y el artículo 233.1 LGT, en relación con la reclamación económico-administrativa
al prever ambos la suspensión automática del acto impugnado a instancia del interesa-
do si se garantizara el importe de dicho acto, los intereses de demora que genera la sus-
pensión y los recargos que pudieran proceder, pues esta solicitud de suspensión del acto
recurrido debe mantenerse hasta la resolución del asunto por el Tribunal Económico-
Administrativo.
Suponiendo que la prohibición dispositiva se notifique al obligado tributario y al res-
to de sujetos afectados antes de remitirlo al Registro, esta suspensión del acto impugna-
do implicaría la no remisión al Registro de la Propiedad del mandamiento administrati-
vo conteniendo la prohibición de disponer hasta la resolución de la cuestión por el Tri-
bunal Económico-Administrativo correspondiente, conjugada con el ya comentado ca-
rácter constitutivo de la anotación preventiva de la prohibición de disponer en el Regis-
tro de la Propiedad, podría ser un potente instrumento en manos del obligado tributario
y de los afectados por la medida que se ven legitimados para interponer el correspon-
diente recurso, para vaciar de contenido la previsión contenida en el nuevo apartado 6
del artículo 170 LGT, pues con la mera solicitud de la suspensión y la correspondiente
garantía del importe del acto impugnado en los términos exigidos por la normativa con-
seguiría una importante dilación temporal en el inicio de los efectos de esta medida cau-
telar que, como hemos ya tenido la ocasión de comentar, no se despliegan con la mera
adopción del acuerdo de prohibición de enajenar de los bienes por la Administración tri-
butaria, sino con la efectiva inscripción registral de la prohibición dispositiva, que po-
dría ser aprovechada para llevar a cabo -las tan temidas por la Administración- opera-
ciones de transmisión de los inmuebles que se pretenden trabar, dificultando o impi-
diendo la acción recaudatoria.
Tal vez (y con esto no estamos justificando la redacción de este precepto, sino simple-
mente, buscamos el motivo que puede haber llevado al legislador a acometer esta sensi-
ble limitación de los medios de defensa del obligado tributario y de los afectados legiti-
mados a interponer recurso contra esta medida), la Administración tributaria, conscien-
te de los efectos dilatorios que la presentación de un recurso al que acompaña una soli-
citud de suspensión del acto impugnado (junto a la pertinente garantía prestada por el
obligado tributario) puede tener, y al objeto de limitarlos, haya decidido limitar tan
drásticamente los medios de defensa a los que tanto el sujeto pasivo como los afectados
pueden recurrir, ciñéndolos exclusivamente a la falta de alguno de los presupuestos de
hecho ya estudiados en este trabajo que permiten la adopción de esta medida.
En relación con esta limitación de los medios de defensa, no puede soslayarse la in-
constitucionalidad de la que algunos autores (32) han tildado a esta reforma por cerce-
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(31) Ex artículo 327 LH, apartado 5.
(32) SÁNCHEZ PEDROCHE, J. A.: «Primeras y preocupantes impresiones sobre el anteproyecto de
ley de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria para la lucha contra el fraude»,
Quincena Fiscal, nº 11, Junio (I), 2012, p. 109 y MARTÍNEZ LAGO, M. A.: «Prohibición de disponer-
nar, a su juicio, el principio fundamental de tutela judicial efectiva. Consideramos que
esta limitación supone un deterioro de la seguridad jurídica y si bien con esta limitación,
suponemos que la Administración persigue evitar sufrir en vía de recurso (en sede ad-
ministrativa o contenciosa) el considerable retardo en sede judicial del que pretende
huir al regular en sede administrativa la doctrina del levantamiento del velo, creemos
que no está justificada tan drástica limitación de los medios de defensa.
En cambio, si la notificación es realizada por el Registrador, una vez operada la ano-
tación en cuestión, la cuestión sería más compleja de dilucidar no solo porque la anota-
ción registral de la prohibición de disponer habría desplegado sus efectos constitutivos
antes incluso de que la adopción de esta medida llegara a conocimiento del titular de los
bienes trabados (en este caso, la sociedad), sino porque en esta situación la suspensión
del acto recurrido sólo podría encontrar encaje a través de la cancelación de dicha ano-
tación.
Por todo ello, somos partidarios de defender, en primer lugar, que sería deseable que
la norma incluyera una aclaración sobre estas cuestiones procedimentales tan estrecha-
mente relacionadas con la impugnación de la medida y, en segundo lugar, defendemos
que lo más acertado sería optar por la notificación de la adopción de la medida en sede
administrativo en el seno del procedimiento de recaudación y previa la anotación de la
prohibición de disponer en el Registro, por ser esta la solución más respetuosa con el
principio de economía procesal y con el derecho a la tutela judicial efectiva, solución es-
ta que no obstaría a una posterior notificación registral complementaria.
7. ÁMBITO SUBJETIVO, OBJETIVO, TEMPORAL Y CUANTITATIVO
DE LA MEDIDA DE PROHIBICIÓN DE DISPONER
En relación con el ámbito subjetivo de esta prohibición de disponer, y tal y como he-
mos comentado con anterioridad respecto a los requisitos requeridos para la adopción de
esta medida, la nueva disposición exige que el obligado tributario «ejerza el control efec-
tivo, total o parcial, directo o indirecto sobre la sociedad titular de los inmuebles en
cuestión en los términos previstos en el artículo 42 del Código de Comercio y aunque no
estuviere obligado a formular cuentas consolidadas». Este reenvío normativo que la nor-
ma tributaria hace al Código de Comercio suscita –como apunta DE LA PEÑA VELASCO
(33)– ciertas dudas sobre el ámbito subjetivo de esta medida cautelar, pues el artículo
42 del Código de Comercio se refiere a los grupos de sociedades y a las relaciones exis-
tentes entre las sociedades integrantes del grupo, de lo que podría inferirse que la pro-
hibición dispositiva objeto de nuestro estudio es sólo aplicable en aquellos supuestos en
los que el socio-obligado tributario sea una sociedad, excluyendo así, del ámbito de apli-
cación de la citada medida cautelar los supuestos en los que el titular de las acciones o
participaciones de la sociedad titular de los bienes sobre los que va a recaer sea una per-
sona física.
Coincidimos con este autor al defender que, siguiendo con el espíritu de la norma, de-
bería interpretarse que cabe la adopción de esta medida tanto en los supuestos en los
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bienes inmuebles de sociedades afectadas por el embargo de acciones o participaciones», recurso
on line publicado el 4 de octubre de 2012 en http://cuadernosdepoliticafiscal/files.wordpress.com/
2012/10/keynote-vigo-septiembre-2012-ipad-017.jpg, consultado el 25 de octubre de 2012.
(33) DE LA PEÑA VELASCO, G., en su participación en la Segunda Mesa Redonda sobre «Medidas
tendentes al aseguramiento de la deuda tributaria (II)» celebrada en el marco del II Encuentro de
Derecho Financiero y Tributario, IEF, Madrid, 10 y 11 de enero de 2013.
que el socio-obligado tributario sea una persona física como jurídica y además, desde
nuestro punto de vista, los problemas que plantea esta remisión normativa no son más
que otro ejemplo de la mejorable técnica legislativa que debería ser objeto de revisión en
este precepto.
En segundo lugar, al referirnos a la duración temporal de la medida, ante el silencio
que guarda el nuevo precepto LGT sobre la duración de la misma, cabe plantearnos dos
posibilidades. Una de ellas, pasaría por considerar aplicable a la medida cautelar reco-
gida en el apartado 6 del artículo 170 LGT la duración máxima de las medidas cautela-
res prevista en el apartado 6 del artículo 81 LGT, que prevé una duración de seis me-
ses, ampliable mediante acuerdo motivado, sin que la ampliación pueda exceder de seis
meses. El motivo que nos lleva a hacer extensiva esta previsión temporal del artículo
81 LGT a la medida cautelar objeto de nuestro estudio es que el apartado 4 del propio
artículo 81 LGT en su letra c) enumera la prohibición de enajenar, grabar o disponer de
bienes o derechos, como medida cautelar y la prohibición dispositiva del apartado 6 del
artículo 170 LGT se incardina en esa categoría, por lo que podría considerarse aplica-
ble a esta última la regulación contenida con carácter general en el artículo 81 LGT.
La segunda posibilidad -teniendo en cuenta el carácter constitutivo de la anotación-
consistiría en fijar la duración de la medida cautelar por referencia a la duración tem-
poral prevista para la medida de aseguramiento de la misma, esto es, por referencia a la
duración temporal prevista para la anotación preventiva de la prohibición de disponer
en la hoja abierta a las fincas en el Registro de la Propiedad competente, cuestión esta
que viene determinada por el artículo 86 LH (34).
A este respecto, puede afirmarse, como regla general, que mientras que la anotación
registral no sea cancelada, la prohibición de enajenar sigue vigente. No obstante esta
afirmación debe ponerse en relación con el carácter de provisionalidad de las anotacio-
nes preventivas. La provisionalidad es una característica esencial de la anotación pre-
ventiva pues su destino primordial es o bien convertirse en un asiento definitivo o bien
caducar y significa una garantía registral para derechos en formación, situaciones o ex-
pectativas dignas de ser tenidas en cuenta que, por diversas razones, no pueden optar a
la inscripción definitiva. El artículo 86 LH concede a las anotaciones preventivas en ge-
neral una vida de cuatro años, prorrogables indefinidamente por períodos de cuatro
años, sin perjuicio de otros plazos más breves para algunas anotaciones en particular.
La prórroga indefinida dotaría a esta prohibición dispositiva de una duración tempo-
ral ilimitada que contravendría el principio de seguridad jurídica, máxime si tenemos
en cuenta que la caducidad, en caso de llegar a producirse, no implica el levantamiento
o extinción del embargo. Por estos motivos consideramos conveniente que para evitar,
por un lado, problemas interpretativos relativos a la eventual aplicación de la duración
temporal máxima prevista en el artículo 81 LGT, y, por otro lado, relativos al principio
de seguridad jurídica, fijar un plazo máximo de duración de esta medida cautelar. Esta
BEGOÑA PÉREZ BERNABEU / «La prohibición de disponer sobre los bienes inmuebles de una sociedad ...»
– 169 –
(34) Artículo 86 LH
«Las anotaciones preventivas, cualquiera que sea su origen, caducarán a los cuatro años de la
fecha de la anotación misma, salvo aquellas que tengan señalado en la Ley un plazo más breve. No
obstante, a instancia de los interesados o por mandato de las autoridades que las decretaron, po-
drán prorrogarse por un plazo de cuatro años más, siempre que el mandamiento ordenando la pró-
rroga sea presentado antes de que caduque el asiento. La anotación prorrogada caducará a los
cuatro años de la fecha de la anotación misma de prórroga. Podrán practicarse sucesivas ulteriores
prórrogas en los mismos términos.
La caducidad de las anotaciones preventivas se hará constan en el Registro a instancia del due-
ño del inmueble o derecho real afectado».
limitación temporal podría venir dada de una manera directa mediante la inclusión de
un límite temporal expreso en la norma o de manera «indirecta» a través de la regula-
ción de la duración máxima del procedimiento de recaudación, como apunta FALCÓN Y
TELLA (35).
En relación con la duración temporal de la medida cabe comentar los supuestos en los
que, según lo dispuesto en el apartado 6 del artículo 170 LGT, la nueva prohibición de
disponer cesará. En primer lugar, esta se alzará cuando se extinga (por cualquier causa)
el embargo de las participaciones o acciones pertenecientes al obligado tributario, cues-
tión lógica, pues el embargo de las participaciones es un requisito para la adopción de
esta medida cautelar.
En segundo lugar, la Administración tributaria podrá acordar el levantamiento de la
prohibición de disponer en cualquier momento, siempre que la sociedad titular de los
bienes acredite debidamente que el mantenimiento de la prohibición de disponer puede
producir perjuicios de difícil o imposible reparación. Llama la atención que la norma no
aclara quién debe sufrir los perjuicios, pudiendo ser el perjudicado tanto la propia socie-
dad, como los socios minoritarios de ésta, pudiendo constituir ésta una mecanismo de
protección de sus intereses, como comentaremos en las conclusiones finales de este tra-
bajo al referirnos a esta cuestión.
Resulta igualmente criticable, por un lado, que la norma imponga a la sociedad la
carga de acreditar los perjuicios de difícil o imposible reparación que la adopción de es-
ta medida cautelar puede provocar, cuando para la adopción de la misma, únicamente
exige a la Administración aportar indicios de la existencia de la relación de control.
Además, cabe reprochar a la norma que desplace la carga de la prueba de los perjui-
cios de difícil o imposible reparación a la sociedad titular de los bienes sobre los que re-
cae la prohibición de disponer, habida cuenta que los presupuestos para la adopción de
toda medida cautelar (y de esta en particular) son el periculum in mora y el fumus boni
iuris que obliga a la Administración a realizar una valoración previa a la adopción de la
misma, sopesando para ello el riesgo de que la adopción de la medida cautelar genere
perjuicios de difícil o imposible reparación, en cuyo caso, la medida no debería ser adop-
tada por superar los perjuicios a los beneficios que se pretenden conseguir con ella.
Con este razonamiento queremos significar que si la norma admite la posibilidad de que
existan perjuicios de difícil o imposible reparación tras la adopción de la medida cautelar,
está admitiendo la posibilidad de que la medida sea desproporcionada al fin perseguido. Y
ello porque si bien la presunción del fumus boni iuris juega a favor de la Administración,
por derivarse la deuda de una liquidación administrativa (dada la presunción de legalidad
de los actos administrativos), mal casa ésta con la existencia de unos perjuicios de difícil o
imposible reparación de entidad tal que haga cesar los efectos de la prohibición de dispo-
ner. Consideramos más acertada la redacción que el apartado 3 del artículo 81 LGT prevé
pues condiciona la adopción de las medidas cautelares a la inexistencia de un perjuicio de
difícil o imposible reparación derivado de su adopción (36).
Por otro lado, resulta igualmente censurable que la norma haya introducido el adver-
bio «debidamente» en relación con la obligación de acreditar tales perjuicios por la socie-
dad, pues de la introducción de este adverbio se deriva cierta inseguridad jurídica pues
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(35) FALCÓN Y TELLA, R.: «Las medidas cautelares: autotutela administrativa versus interven-
ción judicial», Quincena Fiscal, nº 3, 1995, p. 8.
(36) Apartado 3 del artículo 81 LGT
«(…) En ningún caso se adoptarán aquellas que puedan producir un perjuicio de difícil o impo-
sible reparación».
la norma no precisa qué significado debe atribuírsele al mismo (preferencia por algún
medio de prueba en concreto, grado de certidumbre,…). Por lo que consideramos que se-
ría oportuna su eliminación del precepto.
Nada dice la norma al respecto, pero los principios de seguridad jurídica y tutela ju-
dicial efectiva exigen que exista la posibilidad de que la sociedad que ha alegado los per-
juicios de difícil o imposible reparación encuentre amparo jurídico en vía de recurso an-
te la decisión negativa de la sociedad acerca de la existencia de tales perjuicios y la con-
siguiente negativa a levantar el embargo.
Por otro lado, respecto del alcance de esta medida cautelar, resulta objetable que la
norma no limite el aspecto cuantitativo de la prohibición dispositiva, abriendo la posibi-
lidad para la Administración de «acordar la prohibición de disponer sobre los bienes in-
muebles de una sociedad» sin limitar la cuantía que esta medida cautelar debe cubrir, la
cual debería coincidir con el valor de las acciones en el momento en el que fueron em-
bargadas, pues si esta medida persigue evitar el vaciamiento patrimonial que podría
conllevar a que el valor de la titularidad de las acciones devenga nulo, el valor asegura-
do con esta medida cautelar es, precisamente, el valor de esas acciones embargadas. No
obstante, consideramos aplicable en este punto, por los motivos antes expuestos, lo pre-
ceptuado en el apartado 3 del artículo 81 LGT cuyo tenor literal exige que «Las medidas
habrán de ser proporcionadas al daño que se pretenda evitar y en la cuantía estricta-
mente necesaria para asegurar el cobro de la deuda».
Así pues, consideramos que la prohibición de disponer no debería recaer, por defecto,
sobre todos los bienes inmuebles de la sociedad, sino solo respecto de aquellos que sean
necesarios y en la cuantía necesaria para igualar el valor que se pretende asegurar con
esta medida cautelar.
En estrecha relación con estas precisiones que acabamos de realizar, debemos llevar
a cabo unas reflexiones sobre el ámbito objetivo de esta medida, pues, en el caso de que
la sociedad sea titular de diferentes bienes inmuebles, la Administración –por mor del
principio de proporcionalidad- debería adoptar la prohibición de disponer respecto de
aquellos bienes cuya traba perjudique en menor medida al normal funcionamiento de la
sociedad, siendo oportuno distinguir –como apunta DE LA PEÑA VELASCO (37)– entre el
activo circulante y el inmovilizado de la sociedad (38), presumiendo que el embargo de
bienes del inmovilizado de la sociedad entorpecerá en menor medida a su normal fun-
cionamiento.
8. VALORACIÓN CRÍTICA DE LA PROHIBICIÓN DISPOSITIVA
Con carácter previo al estudio de las cuestiones de fondo que plantea este nuevo apar-
tado 6 del artículo 170 LGT, creemos oportuno pronunciarnos sobre una cuestión de for-
ma o, mejor dicho, de técnica legislativa de este nuevo precepto.
A nadie escapa que esta prohibición dispositiva constituye una excepción al principio
de tracto sucesivo, principio basilar de nuestro sistema registral recogido en el artículo
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(37) DE LA PEÑA VELASCO, G., en su participación en la Segunda Mesa Redonda sobre «Medidas
tendentes al aseguramiento de la deuda tributaria (II)» celebrada en el marco del II Encuentro de
Derecho Financiero y Tributario, IEF, Madrid, 10 y 11 de enero de 2013.
(38) Destaca este autor los importantes perjuicios que de la adopción de esta prohibición de dis-
poner se podrían derivar, en especial, para las empresas de promoción inmobiliaria cuyo activo cir-
culante está constituido exclusivamente por bienes inmuebles.
20 LH, al cual viene a modificar, y, aunque dicha excepción viene recogida en una nor-
ma de rango legal como es la Ley 7/2012, y, por tanto, no se plantean problemas a la ho-
ra de su aplicación en relación con el artículo 20 LH, hubiera sido deseable que la intro-
ducción de este nuevo apartado en el artículo 170 LGT hubiera llevado aparejada una
modificación legislativa en el propio artículo 20 LH introduciendo en el cuerpo de este
precepto esta excepción al principio de tracto sucesivo, tal y como aconteció con la intro-
ducción del quinto y último inciso del artículo 20 LH operada por la Ley Orgánica
15/2003, de 25 de noviembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/995, de 23 de no-
viembre, del Código Penal, con el fin de conseguir una mejor técnica legislativa y una
mayor coherencia normativa.
Centrándonos ya en la valoración de las principales cuestiones de fondo que el nuevo
apartado 6 del artículo 170 LGT suscita, nuestro análisis debe comenzar constatando
que la citada previsión normativa es una medida cautelar basada en la doctrina del le-
vantamiento del velo que viene a dotar a la Administración tributaria de las facultades
de las que, hasta este momento, carecía –puesto que esta facultad correspondía en ex-
clusiva a los Tribunales– para proceder a levantar el velo de manera unilateral en el
marco de un procedimiento administrativo.
No es esta la primera medida normativa que habilita para levantar el velo en mate-
ria de recaudación, pues una reforma normativa anterior (operada por la Ley 36/2006,
de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal) introdujo las letras
g) y h) del apartado 1 del artículo 43 LGT que regulan dos supuestos de responsabilidad
subsidiaria basadas igualmente en la doctrina del levantamiento del velo. En el mo-
mento presente la introducción de esta medida supone la mejora del elenco de medidas
legislativas recogidas en la LGT que, inspiradas en la doctrina del levantamiento del ve-
lo, están destinadas a luchar contra las distintas actuaciones de blindaje patrimonial y
denota la concesión por parte de la Administración tributaria al fraude en sede recau-
datoria de un protagonismo del que venía careciendo, habida cuenta de la tradicional
falta de atención que la Administración evidenciaba en este ámbito, frente a la posición
privilegiada que el fraude en fase de liquidación venía ocupando en la lucha antifraude
de la Administración tributaria española.
Este nuevo apartado 6 del artículo 170 LGT posibilita el levantamiento del velo para
ignorar la personalidad jurídica de la sociedad al objeto de, habida cuenta de la corres-
pondiente relación de control, adoptar una medida cautelar como es la prohibición de
enajenar los bienes inmuebles que sean titularidad de la sociedad, cuyas acciones o par-
ticipaciones se hubieran embargado previamente al obligado tributario. Con ello se pre-
tende evitar que el patrimonio del obligado tributario, residenciado en la sociedad, sea
objeto de transmisión a terceros –vinculados o no al obligado tributario– eludiendo así la
acción recaudatoria.
La nueva medida cautelar viene a paliar las limitaciones con las que la Administra-
ción se encontraba a la hora de aplicar la figura del fraude de ley o de la simulación en
la fase de recaudación, pues a partir de ahora la Administración no tendrá que esperar
a acudir los tribunales para conseguir la aplicación de esta técnica, con los importes re-
trasos que la búsqueda de la tutela judicial en vía declarativa conlleva y el consiguiente
aumento del riesgo de vaciamiento patrimonial fraudulento por parte del deudor tribu-
tario.
El nuevo apartado 6 del artículo 170 LGT configura la técnica del levantamiento del
velo, no como un mecanismo de aplicación excepcional de carácter jurisdiccional, sino
como el presupuesto de hecho para dirigir, en el seno de un procedimiento administrati-
vo, la acción recaudatoria contra los bienes de la sociedad controlada por el sujeto pasi-
vo, que constituyen una masa patrimonial contra la que se puede ejecutar, con mayor
garantía de éxito, la deuda tributaria.
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A nuestro juicio, la plasmación legal de esta medida cautelar contrasta con la excep-
cionalidad y prudencia (39) que reclama la jurisprudencia en la aplicación de la doctri-
na del levantamiento del velo, pues frente a la tradicional aplicación excepcional y sub-
sidiaria de la doctrina del levantamiento del velo por parte de los órganos jurisdicciona-
les, a partir de ahora la Administración tributaria está facultada para aplicar la doctri-
na del levantamiento del velo de una manera ordinaria, si bien no generalizada, como
haremos hincapié seguidamente.
La introducción del nuevo apartado 6 del artículo 170 LGT ahonda en la línea refor-
mista iniciada por la Ley 36/2006 que apuesta por la ampliación del conjunto de facul-
tades administrativas de autotutela declarativa y ejecutiva en fase de recaudación, en
detrimento de la aplicación jurisprudencial de esta doctrina, al objeto -como la propia
Exposición de motivos de la Ley 7/2012 recoge- de «combatir determinadas conductas
fraudulentas en sede recaudatoria consistentes en la despatrimonialización de una so-
ciedad». Este aspecto de la norma no ha sido acogido de buen grado por la doctrina, lle-
gando a ser calificada por SÁNCHEZ PEDROCHE de «medida cautelar extralimitada» o
«desmán jurídico» (40). Por su parte MARTÍNEZ LAGO considera que esta medida significa
una «clara desconsideración hacia el principio de personalidad jurídica» y considera que
«establecer una restricción general como la comentada, a partir de la constatación de
que, en ciertos casos, la venta de inmuebles de inmuebles puede obedecer a maniobras
fraudulentas, provoca un deterioro de la seguridad jurídica y ofrece resultados despro-
porcionados» pues, continúa este autor, esta medida «encara de forma rígida, y bajo la
común justificación en la lucha contra el fraude fiscal, (…) hipotéticas conductas de des-
patrimonialización societaria que tendría que acreditar la Administración antes de po-
der dirigir tan extraordinaria cautela con afán de impedir que las sociedades transmi-
tan inmuebles, lo cual no tiene porqué revelar ningún ánimo defraudatorio» (41).
También se pronuncian en este sentido, sin bien sus palabras revisten una mayor du-
reza, MARÍN-BARNUEVO FABO y VEGA BORREGUERO quienes consideran que la nueva me-
dida cautelar «parte de una premisa totalmente falsa y rechazable (claramente percep-
tible en la Exposición de Motivos) y es que la venta de inmuebles constituye una despa-
trimonialización fraudulenta de la sociedad», admitiendo estos autores que «es posible
que alguna venta de inmuebles sea realizada ocasionalmente con esa finalidad, pero el
establecimiento de una regla general de carácter restrictivo a partir de la constatación
de que en algunos supuestos las conductas afectadas por la norma tienen carácter frau-
dulento es totalmente injusto y desproporcionado, afecta al derecho a la propiedad reco-
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(39) De hecho, la propia jurisprudencia del TS en numerosos pronunciamientos apela a un uso
comedido y razonable de la doctrina del levantamiento del velo en Sentencias del Tribunal Supre-
mo de 28 de mayo de 1984, 12 de junio de 1995; 31 de octubre de 1996, 12 de febrero de 1999, 17 de
octubre de 2000; 22 de noviembre de 2000, 8 de mayo de 2001, 16 de octubre de 2001, 25 de junio
de 2002, 10 de julio de 2002, 30 de julio de 2002; 25 de abril de 2003, 3 de junio de 2004, 30 de ju-
lio de 2002, 25 de abril de 2003, 3 de junio de 2004, 14 de julio de 2004, 16 de septiembre de 2004,
29 de septiembre de 2004; 28 de enero de 2005, 9 de marzo de 2005, 10 de marzo de 2005, 11 de
marzo de 2005, 6 de abril de 2005 y 29 de julio de 2005, citadas todas ellas por MARTÍNEZ LAGO, M.
A. y ALMUDÍ CID, J. M.: «Autotutela, levantamiento del velo y derivación de la responsabilidad a
las sanciones», op. cit. p. 22.
(40) SÁNCHEZ PEDROCHE, J. A.: «Primeras y preocupantes impresiones sobre el Anteproyecto de
Ley de modificación de la normativa tributaria para la lucha contra el fraude», Quincena Fiscal, nº
11, Junio (I), 2012, p. 109.
(41) MARTÍNEZ LAGO, M. A.: «Prohibición de disponer bienes inmuebles de sociedades afectadas
por el embargo de acciones o participaciones», recurso on line publicado el 4 de octubre de 2012 en
http://cuadernosdepoliticafiscal/files.wordpress.com/2012/10/keynote-vigo-septiembre-2012-ipad-
017.jpg, consultado el 25 de octubre de 2012.
nocido en nuestra Constitución, y puede causar un daño significativo a personas físicas
y jurídicas que cumplen ordenadamente sus obligaciones con la Hacienda Pública». Por
todo ello concluyen los autores que «el establecimiento de una medida de esta relevancia
exige, en todo caso, restringir los supuestos en los que resulta admisible dicha medida a
los casos en que concurren circunstancias singulares que permiten considerar fraudu-
lenta la conducta» (42).
No coincidimos con la caracterización que hacen estos autores de esta medida como
una medida general que no tiene en cuenta las circunstancias singulares que permiten
considerar fraudulenta una medida. Un correcto análisis del espíritu de esta figura des-
vela que el pretendido carácter universal de esta prohibición dispositiva, en el fondo no
es tal, pues la norma sólo habilita a adoptarla cuando exista entre el contribuyente y la
sociedad titular de los bienes una circunstancia específica que, en este caso, viene a ser
la relación de control. Es esta una circunstancia cuya presencia enerva la pretendida
falta de carácter específico del precepto.
A lo dicho hasta ahora sobre esta cuestión debe añadirse, como ya hemos tenido oca-
sión de comentar en este trabajo, que la función calificadora del Registrador actuaría co-
mo salvaguarda de estos principios, al denegar la anotación registral cuando en el man-
damiento que la Administración remita al Registro no consten los exigidos indicios ra-
cionales acerca de la relación de control entre el sujeto pasivo y la sociedad cuyos bienes
pretende trabar la Administración, condición sine qua non para considerar (o al menos,
intuir) fraudulenta de esta prohibición dispositiva.
En segundo lugar, en relación con la prohibición de disponer sobre los bienes inmue-
bles de una sociedad participada por un obligado tributario cuyas acciones o participa-
ciones sobre aquélla se embargan surge ineludiblemente la necesidad de reflexionar so-
bre los perjuicios que la adopción de esta medida cautelar puede ocasionar a otros socios
de la sociedad que no tienen la condición de sujeto pasivo y que no han contribuido al in-
cumplimiento del obligado tributario.
La norma al habilitar a la Administración para acordar la prohibición de disposición
sobre los bienes inmuebles de la sociedad no descarta la posibilidad de que el sujeto pasi-
vo no sea el único accionista o partícipe de ésta, despreciando los eventuales efectos ad-
versos que esta prohibición dispositiva pueda significar para el resto de accionistas o par-
tícipes, hecho que ha sido objeto de reproche por diversos autores como MARTÍNEZ LAGO
(43) que reprueba que el resto de socios o partícipes de la sociedad padecen tan extraordi-
naria limitación, a pesar de no dirigirse el procedimiento de embargo contra ellos ni de ha-
ber contribuido al incumplimiento del obligado tributario. Por su parte, MARÍN-BARNUEVO
FABO y VEGA BORREGUERO (44) consideran que esta medida «causa un daño real y poten-
cial a terceras personas que fueran socios o partícipes en la entidad que soporta la medi-
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(42) MARÍN-BARNUEVO FABO, D. y VEGA BORREGUERO, F. A.: Informe de urgencia sobre el ante-
proyecto de la ley de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de adecuación de
la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra
el fraude fiscal, p. 32.
(43) MARTÍNEZ LAGO, M. A.: Prohibición de disponer bienes inmuebles de sociedades afectadas
por el embargo de acciones o participaciones, recurso on line publicado el 4 de octubre de 2012 en
http://cuadernosdepoliticafiscal/files.wordpress.com/2012/10/keynote-vigo-septiembre-2012-ipad-
017.jpg, consultado el 25 de octubre de 2012.
(44) MARÍN-BARNUEVO FABO, D. y VEGA BORREGUERO, F. A.: Informe de urgencia sobre el ante-
proyecto de la ley de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de adecuación de
la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra
el fraude fiscal, p. 32.
da» y SÁNCHEZ PEDROCHE opina que «con esta facultad se está haciendo penar al socio mi-
noritario de la sociedad que puede ver perjudicadas sus opciones no solo de celebrar nego-
cios provechosos, sino también de poder enajenar sus propias acciones» (45).
Si bien la existencia de otros accionistas o partícipes es una opción real, consideramos
que, en los casos que habilitan para la adopción de la prohibición dispositiva en liza, no
será habitual, habida cuenta de la exigencia de la relación de control que debe ejercer el
sujeto pasivo sobre la sociedad, siendo lo más habitual que la titularidad del resto de ac-
ciones y participaciones sea ostentada por miembros de su esfera personal o familiar.
No obstante, aunque no sea la situación habitual, es preciso reflexionar sobre los perjui-
cios que de la adopción de la prohibición de disponer se pueden derivar para el resto de
socios o partícipes.
Si bien estos accionistas o partícipes no pueden reclamar con posterioridad a la Ad-
ministración indemnización alguna por los eventuales daños y perjuicios sufridos du-
rante la vigencia de la anotación de la prohibición dispositiva, de la redacción del pre-
cepto se desprende la posibilidad de que sean estos socios o partícipes quienes insten a
la sociedad titular de los bienes a que acredite debidamente que el mantenimiento de la
prohibición de disponer puede producir perjuicios de difícil o imposible reparación y ello
porque, como ya hemos puesto de manifiesto, la norma no aclara quién debe sufrir los
perjuicios, pudiendo ser el perjudicado tanto la propia sociedad, como los socios minori-
tarios de ésta, configurándose esta vía, a nuestro modo de ver, en un válido mecanismo
de protección de sus intereses en este sentido.
Igualmente traemos a colación en este momento la facultad de interponer una terce-
ría de dominio que, como ya hemos comentado, consideramos asiste a los socios minori-
tarios por disfrutar de la condición de tercero respecto de la deuda que motiva la traba
de los bienes, pues –reiterando los argumentos ya esgrimidos– ni son obligados tributa-
rios de la deuda que origina la traba de los bienes inmuebles, ni el procedimiento de re-
caudación se ha dirigido contra ellos y, además, los bienes trabados tienen la considera-
ción de compartidos.
Un punto en común que presentan todas las críticas que ha ameritado este nuevo
apartado 6 del artículo 170 es el desconocimiento del principio de personalidad jurídica
de la sociedad, la cual, según se deriva del principio básico de nuestro Derecho que reco-
noce personalidad jurídica distinta de la de sus socios, ostenta personalidad jurídica
propia y separada de la de sus socios y, careciendo de obligaciones tributarias pendien-
tes, no ha contribuido en el incumplimiento del sujeto pasivo. Sin embargo, no debe per-
derse de vista que en la base de este nuevo precepto reside la doctrina del levantamien-
to del velo que propugna la superación de la distinción entre la personalidad jurídica del
socio-sujeto pasivo y la personalidad de la sociedad, integrándose (a efectos tributarios)
el patrimonio del socio-deudor principal y el patrimonio de la sociedad en uno solo, de
manera que la sociedad deja de ser cobijo de las operaciones de vaciamiento patrimonial
del sujeto pasivo, aplicándose así a este la responsabilidad patrimonial universal de to-
dos los bienes presentes y futuros que proclama el artículo 1.911 del Código Civil.
Por este motivo, no creemos que con la adopción de esta medida cautelar se esté ha-
ciendo responder a un sujeto distinto del responsable del incumplimiento tributario,
porque, de hecho, si se aplica este nuevo precepto, basado en la técnica del levanta-
miento del velo, es porque hay identidad de sujetos (socio-sociedad), disimulada, en un
abuso de la personalidad jurídica.
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(45) SÁNCHEZ PEDROCHE, J. A.: «Primeras y preocupantes impresiones sobre el Anteproyecto de
Ley de modificación de la normativa tributaria para la lucha contra el fraude», op. cit., p. 109.
No obstante somos conscientes de que quedan sin resolver los potenciales problemas
que, en relación con los socios minoritarios –en caso de haberlos- pudieran aparecer.
Creemos que, en algunos casos, los socios minoritarios no serán terceros ajenos a la es-
fera de influencia del socio mayoritario, sino personas cercanas o incluso familiares que
participaran del ánimo fraudulento de la sociedad, pudiendo, en estos supuestos, hacer-
se extensiva a estos las consecuencias de la doctrina del levantamiento del velo.
Para aquellos otros casos en los que los terceros resulten efectivamente ajenos a tales
propósitos de vaciamiento patrimonial es cierto que los medios de defensa de sus intere-
ses que ofrece este precepto resultan escasos y limitados y tras una búsqueda en el or-
denamiento jurídico de medios que puedan atender este fin, debemos concluir que si
bien existen remedios legales apropiados para la defensa de sus intereses ante eventua-
les perjuicios originados por la adopción de la prohibición de enajenar adoptada contra
la sociedad de la que son socios, estos resultan rebuscados (tercería de dominio) y pue-
den no siempre resultar satisfactorios. Por este motivo consideramos que sería oportuna
una revisión del nuevo apartado en este aspecto con el fin de ofrecer una redacción más
sensible a los perjuicios que se pueden derivar de la adopción de esta prohibición dispo-
sitiva para terceras personas que fueran socios o partícipes de la sociedad titular de los
bienes trabados y más respetuosa con la defensa de los intereses de los derechos de ter-
ceros ajenos al procedimiento recaudatorio que se está librando en relación con el obli-
gado tributario.
Como conclusión final podemos colegir, en primer término, que esta medida participa
de la condición de ser un instrumento de lucha contra el fraude fiscal en fase recaudato-
ria –de hecho, el legislador ha articulado esta medida incluyendo un nuevo párrafo en el
artículo 170, ubicado en el seno de la regulación que la LGT dedica al procedimiento de
apremio (46)– basada en la doctrina del levantamiento del velo – de ahí que el manda-
miento de anotación preventiva justifique su validez por referencia a la existencia de la
correspondiente relación de control del sujeto pasivo sobre la sociedad titular de los
bienes– cuyo objetivo es facilitar el cobro de la deuda tributaria evitando las actuaciones
de vaciamiento patrimonial llevadas a cabo a través del abuso de la personalidad socie-
taria.
No obstante, sería deseable que la norma hubiera restringido más el abanico de su-
puestos en los que resulta admisible esta medida, limitando su aplicación a casos en los
que de las circunstancias del caso se desprenda claramente que existe una conducta
fraudulenta en el uso de la personalidad jurídica de la sociedad como medio para alcan-
zar un vaciamiento patrimonial del sujeto pasivo, y ello porque no consideramos proce-
dente la adopción automática de esta medida toda vez que concurran los dos requisitos
exigidos por la norma. Consideramos oportuno exigir que la Administración explicite los
indicios que le inducen a sospechar de manera indubitada la existencia de un abuso de
la personalidad jurídica en fraude de la acción recaudatoria de la Administración, sin
que tales indicios deban ceñirse únicamente a la existencia de la relación de control, si-
no extendiéndose también a otros aspectos, tales como el número de restantes socios de
la sociedad, si los hubiere, la posible relación que éstos guardasen con el obligado tribu-
tario, la existencia de otros bienes embargables en el patrimonio del obligado tributa-
rio,….. Y ello porque la existencia de una relación de control o vínculo de interdepen-
dencia no permite establecer una presunción general de fraude o de prácticas abusivas.
Consideramos que la relación de control debe considerarse como una circunstancia a va-
lorar en compañía de otras circunstancias, y la eventual presencia de la relación de con-
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(46) En concreto en la Subsección II Iniciación y desarrollo del procedimiento de apremio, de la
Sección II Procedimiento de apremio, del Capítulo V Actuaciones y procedimiento de recaudación.
trol en un caso determinado no debe habilitar para generalizar el ámbito de aplicación
de la prohibición de disponer contenida en el apartado 6 del artículo 170 LGT. 
La propia Comisión Europea se ha manifestado en este sentido cuando en su Comu-
nicación de 10 de diciembre de 2007 (47) manifestó que «las normas nacionales contra
las prácticas abusivas pueden incluir criterios de protección que se aplicarán en situa-
ciones en las que exista una elevada probabilidad de abuso», añadiendo que «el estable-
cimiento de criterios razonables de presunción contribuye a una aplicación equilibrada
de la legislación nacional contra los abusos, puesto que sirve al interés de la seguridad
jurídica de los sujetos pasivos así como a la capacidad operativa de las autoridades fis-
cales», de lo que se desprende, en opinión de la Comisión, que las normas nacionales
contra las prácticas abusivas no deben aplicarse de forma excesivamente amplia, sino
que deben circunscribirse a aquellas situaciones en que no exista una justificación co-
mercial.
Es segundo término procede resaltar que esta medida descansa sobre una premisa que
no siempre será cierta, pues no siempre que se produzca una transmisión de los bienes in-
muebles titularidad de la sociedad, cuyas acciones o participaciones se hayan embargado
previamente al socio-deudor principal, tiene que producirse un vaciamiento patrimonial,
máxime si la transmisión del bien inmueble se lleva a cabo a título oneroso.
Si bien es cierto que con la transmisión del inmueble aumenta el riesgo de despatri-
monialización de la sociedad (por la posible utilización en la operación de testaferros o
por la eventual fijación de un precio anormalmente bajo que encierra una operación de
cobro de dinero no declarado, por ejemplo) y que la prohibición dispositiva prevista en el
apartado 6 del artículo 170 LGT cumple a la perfección su cometido de evitar el vacia-
miento patrimonial de los bienes del deudor tributario residenciados en la sociedad, con-
sideramos que esta medida supone una restricción poco respetuosa con el principio de
proporcionalidad –principio que debe presidirla adopción de cualquier medida cautelar–
y, por ende, injustificada.
Por todo ello consideramos que hubiera sido más conveniente la elección de otra solu-
ción más adecuada al principio de proporcionalidad que la prohibición de disponer que
finalmente se ha recogido en la norma. Y ello porque el riesgo de vaciamiento patrimo-
nial de la sociedad podría verse igualmente limitado con la adopción de otra medida que
garantizase que, después de llevarse a cabo la operación de transmisión del inmueble, el
valor de las acciones siguiera siendo el mismo que en el momento del embargo de las
mismas. Es cierto que esta otra medida alternativa cuya adopción preferimos podría
exigir una redacción más compleja desde un punto de vista técnico y jurídico que la me-
dida cautelar de prohibición de disponer, si bien ello no le restaría eficacia.
No coincidimos en este punto con DE LA PEÑA VELASCO (48) quien considera que la
función que esta medida cautelar está llamada a desempeñar podría ser cumplida por
una figura ya existente en nuestro ordenamiento jurídico como es el delito de alzamien-
to de bienes y ello porque la finalidad de esta figura delictiva es represiva y no preventi-
va, por lo que no comparte la finalidad cautelar que preside la prohibición dispositiva
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(47) Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo y al Comité Económico y
Social Europeo, Aplicación de medidas contras las prácticas abusivas en el ámbito de la fiscalidad
directa dentro de la UE y en relación con terceros países, de 10 de diciembre de 2007, COM(2007)
785final.
(48) DE LA PEÑA VELASCO, G., en su participación en la Segunda Mesa Redonda sobre «Medidas
tendentes al aseguramiento de la deuda tributaria (II)» celebrada en el marco del II Encuentro de
Derecho Financiero y Tributario, IEF, Madrid, 10 y 11 de enero de 2013.
del apartado 6 del artículo 170 LGT. Además, si se pensaba que a través de la exigencia
de la responsabilidad civil derivada de este delito podría obtenerse el pago efectivo del
crédito tributario cuyo pago efectivo se pretende, tampoco esta figura penal se revela
apropiada pues en el delito de alzamiento de bienes la responsabilidad civil tradicional-
mente se ha caracterizado porque el desplazamiento patrimonial no permite per se exi-
gir como reparación del daño la cuantía exacta de los créditos tributarios impagados, es
decir, en este tipo de delitos el crédito tributario no se considera incluido dentro del he-
cho dañoso, por lo que no procede la condena al pago de las deudas previamente contra-
ídas por el alzado (49), admitiéndose únicamente que la restauración del orden jurídico
se lleve a cabo, siempre que sea posible, reintegrando al patrimonio del deudor los bien-
es indebidamente sacados del mismo, incluso con declaración de nulidad de los negocios
jurídicos de disposición realizados ilícitamente por el deudor, salvo cuando los bienes se
encuentren en poder de terceras personas que no hayan participado en el fraude y sean
irreivindicables (50).
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(49) No obstante y en atención a las circunstancias que presentaban los casos concretos la ju-
risprudencia ha condenado al pago al pago de la deuda contraída en pronunciamientos de nuestro
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 2000, 16 de marzo de 1992, 14 de julio de 1986 o 14 de oc-
tubre de 1985, entre otros.
(50) No obstante, la jurisprudencia más moderna parece apuntar a la aceptación de la idea de
que la responsabilidad civil derivada del alzamiento de bienes pueda comprender el pago de las
deudas cuando no sea posible restituir la solvencia anterior anulando negocios por los que se hu-
biera provocado la insolvencia.
